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El debate sobre las migraciones internacionales de 
personas venezolanas se mantiene sin cambios desde 
hace algunos meses. Y dos son los asuntos que suscitan 
interpretaciones divergentes en la opinión pública. 

En primer lugar, a mediados de 2020 se propuso la 
tesis del reflujo. El Centro de Derechos Humanos de la 
UCAB publicaba el informe titulado El espejismo del 
retorno, en donde se aludía al fenómeno, denominado 
reflujo, según el cual las personas que retornaban al 
país comenzaban a migrar nuevamente una vez que 
comprobaban que la situación de Venezuela era peor 
que el país del que provenían. 

Aquí cabe señalar que difícilmente algún estu-
dio serio haya podido comprobar esta afirmación. 
Durante años, lo que se viene observando es un 
continuo ir y venir de personas a través de la frontera 
colombo-venezolana. La situación actual no es dife-
rente. Además, también es bien sabido que las razones 
que la gente tiene para cruzar esta frontera son muy 
diversas, y van desde la propia migración, el trabajo 
fronterizo, el comercio, el contrabando, las relaciones 

familiares, la reunificación familiar y, por supuesto, la 
gente que de alguna manera se refugia en Venezuela 
como consecuencia del conflicto colombiano, cosa 
que todavía ocurre. 

Además, nadie ha podido demostrar, con datos 
fidedignos, que las personas que están saliendo son 
exactamente las mismas que retornaron. De hecho, 
muchas de las informaciones recogidas en prensa 
nacional e internacional nos hablan, entre otros 
casos, de personas que en medio de la pandemia 
migran por primera vez, o van a visitar familiares, 
o a buscar familiares que retornan, etc. Si hay casos 
de personas que se ajustan a ese concepto de reflujo, 
nadie ha podido argumentar con cifras creíbles de 
cuántas personas estaríamos hablando. Y, por cierto, 
no podemos olvidar que el retorno no se ha deteni-
do hasta la fecha. Todos los días, con el reporte de 
infecciones por la Covid-19, sabemos de personas 
contagiadas que provienen de otros países, general-
mente de Colombia.

El otro tema de discusión es el de las migracio-
nes como consecuencia de la gestión económica del 
ejecutivo Nacional, o como fruto de la persecución 
política a la que, supuestamente, se ve sometida la 
población civil venezolana.
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Dejar de lado el impacto de las medidas coercitivas 
unilaterales en la masificación del fenómeno 
migratorio de los últimos tres o cuatro años no es 
más que un divorcio de la realidad. 

Si bien las migraciones internacionales de personas 
venezolanas se vieron incrementadas desde los inicios 
de la Revolución Bolivariana, estrechamente vincu-
ladas con los procesos de polarización que alteran la 
vida cotidiana de la ciudadanía, es indiscutible que 
las migraciones masivas se registran a partir del año 
2017, cuando tuvo lugar una dinámica absolutamente 
traumática de protestas violentas que afectaron la 
economía de muchas familias venezolanas, y también 
cuando se comenzaron a aplicar las medidas más 
duras en contra de la industria petrolera venezolana, 
como represalia por la instalación de la Asamblea 
Nacional Constituyente. 

Los meses de junio, julio y agosto de 2017, 
2018 y 2019 fueron particularmente críticos en 
cuanto a emigraciones de personas venezolanas 
hacia países de la cuenca andina. Esos también 

fueron los años de mayor impacto de las medidas 
coercitivas unilaterales, y también los más activos 
en violencia y polarización política. Y fue así como 
muchas familias venezolanas decidieron abandonar 
el país durante los meses de vacaciones escolares, 
generando aglomeraciones escandalosas que dieron 
lugar al mito de que salían decenas de miles de 
personas a diario por las fronteras, ritmo que de ser 
cierto y constante, ya hubiera dejado a Venezuela 
sin población.

Lo cierto es que hasta la fecha de hoy, el mito de la 
emigración constante y creciente goza de buena salud, 
lo cual no hace sino ahondar en la conformación de 
una realidad paralela que poco tiene que ver con la 
verdadera dimensión de los problemas que tenemos. 

Sin menospreciar ni banalizar el drama migrato-
rio, urge estudiar el tema con sensatez, honestidad 
intelectual, idoneidad metodológica y, sobre todo, 
evitando que las agendas políticas se impongan sobre 
un diagnóstico mesurado y riguroso.
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PAÍS N° CONNACIONALES
Argentina 1.156
Belarús 37
Bonaire 6
Brasil 7.285
Chile 2.054

Colombia
764 (Vía Plan Vuelta a la Patria)

134.000 (Por medios propios)
Cuba 209
Ecuador 4.166
España 329
Italia 404
Martinica 8
México 119
Panamá 552
Perú 5.023
República Dominicana 535
Trinidad y Tobago 38
Uruguay 143
TOTAL 156.828

Fuente: Migración Colombia, Ministerio del Poder Popular para Relaciones Exteriores

EN CIFRAS:
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Aun en medio de la crisis sanitaria que enfrenta 
la mayoría de los países, un número muy amplio de 
personas alrededor del mundo mantiene dinámicas 
de desplazamientos internos y a través de pasos fron-
terizos, en busca de cierta estabilidad económica para 
la satisfacción de necesidades primarias como lo son 
la alimentación, la salud y la vivienda. Es el caso de 
una cantidad considerable de migrantes venezolanas 
y venezolanos que permanece distribuida a lo largo y 
ancho del territorio colombiano, donde residen, según 
datos recientes de Migración Colombia, cerca de 1.7 
millones de connacionales, ubicados entre la ciudad 
de Bogotá y 24 departamentos del país cafetalero. De 
este total, 770 mil se encuentran en situación regular 
mientras que 947 mil en situación irregular.1 

Desde el inicio de la pandemia de Covid-19 ha habido 
un incremento significativo de personas que volunta-
riamente retornan a Venezuela en busca de asistencia 
sanitaria, alimentación, condiciones dignas de vivienda 
y por motivos de reunificación familiar, registrándose 
una cifra que ronda las 150 mil personas, provenientes, 
en su mayoría, de Colombia. Sin embargo, un grupo 
considerable de connacionales aún permanece, por 
diversas razones, en ese país, enfrentando altos niveles 
de vulnerabilidad, violencia y exclusión de programas 
de atención social de tipo gubernamental derivados 
de la falta de documentación y la xenofobia.

Solo hace pocas semanas el presidente Iván Duque 
declaró que excluirá del proceso de vacunación masiva 
contra el virus SARS-CoV-2 a migrantes irregulares 
de Venezuela, es decir, a cerca de un 55% del total de 
la población venezolana allí establecida.2 Esta decisión, 
además de contravenir las orientaciones emanadas por 
la Organización Mundial de la Salud, la cual establece 
que todo refugiado y migrante, con independencia 
de su situación, debe tener acceso equitativo a toda 
vacuna, solo confirma la política discriminatoria y 

utilitaria observada en distintos niveles del gobierno 
central durante los meses del año 2020.

Ya hemos comentado que, contrariamente  a lo sos-
tenido por el mandatario en diversas oportunidades, la 
realidad es que los recursos obtenidos por ese gobierno 
en calidad de donación internacional para la atención 
integral de los connacionales ante la crisis derivada de 
la pandemia, así como para su regularización e inte-
gración socioeconómica, no ha sido destinada a tales 
fines. Así lo confirman los hechos y las declaraciones 
oficiales ofrecidas por alcaldes y gobernadores de los 
distintos departamentos de Colombia.3  

Los recursos para la instalación de albergues, pago 
de hospedajes, realización de exámenes médicos y el 
traslado de venezolanas y venezolanos a la frontera 
colombo-venezolana para el retorno de estas personas 
a Venezuela han corrido por cuenta de las autoridades 
territoriales así como de algunas empresas privadas. 
De igual modo, la población migrante venezolana ha 
quedado por fuera de los decretos presentados por el 
gobierno para hacer frente a la pandemia, y ha encon-
trado serias restricciones para emprender su regreso al 
país, tal como advirtió el director de Derechos Humanos 
del Distrito de Bogotá, Andrés Idárraga, durante los 
primeros días del mes de julio del pasado año.

Los datos de la encuesta más reciente del Grupo Inte-
ragencial sobre Flujos Migratorios Mixtos (GIFMM)4, 
publicada el 13 de enero del corriente y realizada por 
36 organizaciones a 3.100 hogares provenientes de 
Venezuela, revelan los altos niveles de vulnerabilidad 
ante los que están expuestos la población migrante 
venezolana residente en Colombia. Tenemos que:

- 85% de los hogares venezolanos en Colombia 
tiene dificultades para acceder a la alimentación;
- 68% tiene dificultades de vivienda;
- 44% tiene dificultades para acceder al mercado 
laboral o generar fuentes de ingreso;
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- 65% consume dos comidas al día o menos, 
mientras que uno de cada tres ha tenido que pedir 
dinero en la calle para comprar comida.
En términos generales, el informe arroja que la 

inmigración venezolana en ese país debe aceptar tra-
bajos que representan un riesgo para su integridad; 
que asumen deudas para poder cubrir el costo de un 
techo; que no cuentan con las herramientas para que 
sus hijas e hijos accedan a la educación virtual; que 
no han logrado obtener estatus regular o que han 
sido discriminadas por su nacionalidad5. Esta infor-
mación no es novedad, puesto el pasado 22 de julio, 
el representante de ACNUR Colombia, Jozef Merkx, 
reconoció que el 60% de la población venezolana en 
ese país carece de recursos económicos para subsis-
tir. “Muchos refugiados y migrantes han perdido sus 
trabajos, ya no tienen ingresos, están sin medios de 
vida y eso ha causado una situación muy crítica para 
la gran parte de la población migrante y refugiada”.6

Es preciso recordar que desde al menos 2017 Colom-
bia ha recibido, en nombre de la atención a la población 
migrante venezolana, unos 950 millones de dólares 
por parte de Estados Unidos, la Unión Europea, el 
Banco Mundial y Japón. Sin embargo, las críticas cir-
cunstancias que enfrentan las y los connacionales en 
la actualidad desnuda el verdadero interés de ciertos 
actores políticos en torno al fenómeno emigrato-
rio venezolano: obtener beneficios económicos de la 
vulnerabilidad de ciertos grupos humanos al tiempo 
que se instrumenta como arma política para afectar 
la capacidad de respuesta del Estado venezolano en 
sectores sensibles como lo son la producción, los ser-
vicios, la salud y la educación, producto de la pérdida 
de población altamente calificada.
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1. Ver en línea: https://www.migracioncolombia.gov.co/infografias/
radiografia-venezolanos-en-colombia-corte-a-30-de-octubre-de-
2020?highlight=WyJyYWRpb2dyYWZpYSIsInZlbmV6b2xhbm
9zIiwiZW4iLCJjb2xvbWJpYSIsImNvbG9tYmlhJywiLCJyYWR-
pb2dyYWZpYSB2ZW5lem9sYW5vcyIsInJhZGlvZ3JhZml-
hIHZlbmV6b2xhbm9zIGVuIiwidmVuZXpvbGFub3MgZW4iL-
CJ2ZW5lem9sYW5vcyBlbiBjb2xvbWJpYSIsImVuIGNvbG9tYmlhIl0=
2. Ver en línea: https://www.dw.com/es/colombia-no-vacunar%C3%A1-
a-migrantes-irregulares-de-venezuela/a-56014683
3. Ver en línea: https://sures.org.ve/wp-content/uploads/2020/09/
VISION-PANORAMICA-SOBRE-EL-COVID-19-Y-LA-MIGRA-
CION-VENEZOLANA.pdf
4. Ver en línea: https://data2.unhcr.org/en/documents/details/84221
5. Ver en línea: https://colombia.iom.int/informe-revela-que-el-
acceso-alimentaci%C3%B3n-y-vivienda-es-a%C3%BAn-el-principal-
desaf%C3%ADo-para-la-poblaci%C3%B3n
6. Ver en línea:  https://www.voanoticias.com/venezuela/acnur-
colombia-entrevista-jozef-merkx-situacion-migrantes-vene-
zolanos-pandemia#:~:text=Jozef%20Merkx%3A%20En%20
Colombia%2C%20estamos,refugiados%20y%20migrantes%20
de%20Venezuela.&text=Seg%C3%BAn%20las%20cifras%20de%20
Migraci%C3%B3n,los%20%C3%BAltimos%20dos%2C%20tres%20
meses.
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Desde que comenzó la pandemia de Covid-19 en el 
mes de marzo del año pasado, han regresado a Vene-
zuela alrededor de 11 mil connacionales mediante el 
programa gubernamental “Plan Vuelta A La Patria”, 
provenientes de Ecuador, Perú y Chile, tres de los prin-
cipales países de acogida de la población venezolana 
en la región. Es el caso que una amplia cantidad de los 
testimonios compartidos por nuestros connacionales 
retornantes dan cuenta de los altos niveles de vul-
nerabilidad y desatención de los que han sido objeto 
en el exterior; poniendo en evidencia la ausencia de 
políticas gubernamentales para la atención integral 
de la población migrante venezolana. Es así que un 
buen porcentaje de la comunidad venezolana que ha 
decidido permanecer en el exterior podría considerarse 
población de riesgo, y quienes voluntariamente han 
decidido retornar al país por sus propios medios, en 
el camino han sido víctimas de extorsión, del tráfico 
de personas y de la obstaculización migratoria.

El cuadro económico-social de la población vene-
zolana en Ecuador es grave, pues una cantidad sig-
nificativa de migrantes ha quedado sin empleo y no 
cuenta con los recursos para costear sus necesidades 
básicas. El presidente de la Asociación Civil Vene-
zuela en Ecuador, Daniel Regalado, ha señalado que 
los migrantes “están cansados de la xenofobia, de los 
desalojos de sus viviendas, [de los] despidos masivos, 
[del] retraso del pago de salarios (para los pocos que 
tienen empleo formal)”1. Diversos sectores han cri-
ticado duramente el mal manejo de la situación por 
parte de las autoridades ecuatorianas, que, aunque 
se han mantenido en silencio en materia de atención 
social de migrantes venezolanas y venezolanos, sí 
han expresado su negativa a permitir y garantizar un 
retorno seguro de los venezolanos a su país. 

El canciller ecuatoriano José Valencia informó 
durante los primeros días de mayo 2020 que Ecua-
dor no brindaría apoyo a los migrantes venezolanos 

deseosos de regresar a su país, debido a las restricciones 
a la movilidad implementados para el control de la 
pandemia. Ante esto, los venezolanos emprendieron 
el regreso a Venezuela por sus propios medios, utili-
zando pasos ilegales para poder sortear los estrictos 
controles que hay entre Ecuador y Colombia, para así 
llegar a la región fronteriza de Cúcuta, en el Norte de 
Santander y, finalmente, cruzar a territorio venezolano.

A este cuadro se suma el temor ante unas recientes 
reformas que el Estado ecuatoriano pretende aplicar 
a la Ley Orgánica de Movilidad Humana de ese país, 
las cuales han sido señaladas, por la comunidad 
venezolana y actores estatales como la Defensoría 
del Pueblo, de estar encaminadas “a criminalizar la 
migración, a equiparar una falta administrativa con 
la categoría de delito y a violar sistemáticamente los 
derechos humanos básicos”.2

Situación similar atraviesa la comunidad venezolana 
en Perú, donde las medidas adoptadas por las autori-
dades gubernamentales no consideraron a los sectores 
más vulnerables, dentro de los que se encuentran los 
migrantes venezolanos, quienes tampoco han sido 
incorporados a programas de asistencia gubernamen-
tal, y cuya situación es crítica. Un estudio publicado 
recientemente por el Center for Global Development3  
revela que aún antes de la Covid-19, la comunidad 
venezolana ya enfrentaba numerosas barreras, prác-
ticas y legales, para la inclusión económica en el país 
andino. Es así que más del 80% de los connacionales 
en ese país trabaja en el sector informal, un sector 
altamente impactado por la crisis actual, y se enfrenta 
a una situación aún más precaria que la de la población 
nacional. Una encuesta realizada a los venezolanos en 
áreas urbanas en abril de 2020, realizada por el Centro 
para el Desarrollo Económico (CenDE), encontró que 
solamente el 5% de los entrevistados reportó tener 
el dinero suficiente para satisfacer sus necesidades 
básicas, y un 51% se encontraba en peligro de desalojo.

SITUACIÓN 
DE LA COMUNIDAD 

VENEZOLANA EN
ECUADOR, PERÚ Y CHILE
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1. Ver en línea:  https://mundo.sputniknews.com/america-
latina/202012171093871035-la-doble-crisis-de-los-migrantes-
venezolanos-en-ecuador/

2. Ver en línea: https://imaecuador.blogspot.com/2020/12/
comunicado-publico-de-las-personas-en.html

3.  Ver en l ínea :  ht tps://stat ic1.squa respace .com/
static/506c8ea1e4b01d9450dd53f5/t/5fd91afa9ef bd97077
3e99e9/1608063740779/el-efecto-del-covid-en-la-inclusion-
economica-de-los-venezolanos-en-peru.pdf

4. Ver en línea: https://sures.org.ve/wp-content/uploads/2020/09/
VISION-PANORAMICA-SOBRE-EL-COVID-19-Y-LA-
MIGRACION-VENEZOLANA.pdf

Asimismo, el informe resaltó lo advertido por 
Amnistía Internacional en junio del pasado año: el 
gobierno de Martín Vizcarra ha aumentado progre-
sivamente la aplicación de medidas para restringir el 
ingreso de venezolanos desde al menos mediados de 
2019, contrariamente a lo sostenido hace algunos años, 
cuando anunciaba una política de puertas abiertas, 
ofreciéndoles derecho legal al trabajo y acceso a los 
servicios básicos. La organización ha manifestado 
preocupación ante la inadecuada protección brindada 
por el gobierno de Perú a los derechos humanos de la 
población venezolana. En un comunicado publicado 
en su portal web, señaló que, en el marco de la pan-
demia de Covid-19, “las autoridades peruanas deben 
regularizar la situación migratoria de la totalidad de 
mujeres, hombres, niñas y niños de Venezuela que 
se encuentran en el país”.4 

Mismo escenario que en Perú, la población venezo-
lana en Chile es también víctima de la discriminación 
y se encuentra en grave situación de vulnerabilidad. 
A inicios de junio de 2020, la Asociación Venezolana 
en Chile (Asoven), a propósito de la confirmación 
de 26 casos de venezolanos positivos para Covid-19, 
solicitó a las distintas instituciones del Estado chileno 
la activación de mecanismos eficientes para la pro-
tección de los derechos humanos, salud e integridad 
física de los venezolanos, así como el establecimiento 
entre el gobierno de Chile y de Venezuela de una 
mesa de trabajo con enfoque en la protección de los 
derechos para la coordinación del retorno seguro de 
los migrantes que así lo soliciten. 

Al igual que en territorio colombiano y peruano, 
un porcentaje importante de connacionales en Chile 
se encuentra en situación irregular, de lo que deriva la 
discriminación, las restricciones severas para acceder 
a trabajos formales, a los sistemas de salud públicos 
y a las ayudas públicas. Vale la pena destacar un 
episodio que tuvo lugar durante el mes de junio. El 
gobierno de Sebastián Piñera anunció la implemen-
tación de un “Plan Humanitario de Regreso Orde-
nado” para que poblaciones migrantes establecidas 
en Chile pudiesen retornar a sus países de origen. 
No obstante, la condición para poder optar a dicho 
programa sería la firma de una declaración jurada 
en la que renunciarían a la residencia en el país, a 
toda solicitud de refugio, y en la que asumirían el 
compromiso de no volver a Chile por un período 
de 9 años. Como era previsible, dicha política fue 
duramente criticada por distintos sectores, por lo 
que el 12 de junio el programa fue suspendido por 
el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.
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El COVID-19 
y la migración de retorno
(atención en salud y xenofobia contra personas venezolanas)

Durante el mes de julio de 2020, el grupo Sures, junto con el Consejo Científico y Tecnológico del Estado 
Miranda, llevó a cabo una encuesta a personas que habían decidido retornar al país en medio de la pande-
mia de Covid-19. Entre los diferentes aspectos abordados en el estudio, se obtuvo información acerca del 
tratamiento que habían recibido en el país de destino migratorio.

Fue así como se pudo conocer que de las 266 personas que respondieron el cuestionario, 65 de ellas, que 
representan el 24,4 %, declararon haber sido víctimas de discriminación durante su estadía en el extranjero. 
Esta pregunta hacía referencia a la prestación de servicios en general, así como a otros actos percibidos como 
discriminatorios, excluyendo la violencia verbal y física.

Gráfico N° 1: Víctima de actos de discriminación en el país donde residías

En relación con la discriminación con violencia verbal, la situación es similar. Así tenemos que 66 de las 
266 personas aseguran haber sido víctimas de este tipo de discriminación, lo cual representa el 24,8% de 
las personas encuestadas. 

Gráfico N° 2: Víctima de actos de discriminación con violencia verbal en el país donde residías

 

 

Además, tenemos que 14 personas, que representan el 5,3%, informaron haber sido víctimas de discri-
minación con violencia física. 

Gráfico N° 3: Víctima de actos de discriminación con violencia física en el país donde residías
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Ahora bien, el estudio también indaga sobre la disposición de los sistemas de salud para la atención de 
las personas migrantes en el marco de la pandemia por la Covid-19. En este sentido, se pudo conocer que 
91 personas, el 34,0% de los encuestados, aseguran haber recibido algún tipo de atención en salud ante los 
riesgos del coronavirus. 

Gráfico N° 4: Atención en salud en el país donde residías

Por otra parte, 135 personas, o bien, el 50,8% de las personas encuestadas consideraron no haber recibido 
el mismo trato en cuanto a la atención en salud ante los riesgos del coronavirus, con respecto a los nacionales 
del país de destino.

Gráfico N° 5: Recepción de mismo trato que los nacionales del país donde residías en ante la 
pandemia de la Covid-19 en materia de salud

El estudio incluyó una pregunta sobre las ayudas recibidas por parte de las autoridades de los países de 
destino. Resultó que 94 personas, que representan el 35,3% del total, afirmaron haber recibido algún tipo 
de ayuda por parte del país de destino migratorio para retornar a Venezuela, lo cual puede ser el transpor-
te, alimentación o hidratación en el camino de regreso o algún tipo de dotación de artículos de higiene 
personal.

Gráfico N° 6: Recibió apoyo y protección del gobierno del país donde residías para el retorno

Por otra parte, también se abordó en el estudio si las personas migrantes recibieron algún tipo de ayuda 
por parte de las agencias de la Organización de las Naciones Unidas durante su permanencia en el país de 
destino migratorio. En este caso, se obtuvo que 93 personas recibieron ayudas como para la alimentación, 
el alojamiento o la salud. 
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Ahora bien, también se preguntó si las agencias del sistema de Naciones Unidas ofrecieron ayuda a las 
personas migrantes para retornar a Venezuela, según se recoge en el estudio. Así tenemos que 76 personas, 
el 26,2% del total, declararon haber recibido este tipo de ayudas.

Gráfico N° 8: Apoyo de ONU para retornar a Venezuela

En el caso de las organizaciones no gubernamentales, se obtuvo que el 71.4% de las personas no recibie-
ron apoyo de ningún tipo por parte de las organizaciones de la sociedad civil. También hay personas que 
consideran que las autoridades de los países de destino, por el contrario, pusieron trabas para el retorno. 
Esta es la opinión de 42 personas, o el 15,0% de los encuestados.

Gráfico N° 9: Apoyo de ONGs del país donde residías para retornar a Venezuela

 
Como podemos observar, si bien se pudo detectar que tanto las autoridades de los países de destino mi-

gratorio, las agencias de la ONU y las ONG prestaron ayuda a una parte de la población retornada, también 
es cierto que el perfil de los retornados, según los hallazgos de este estudio, se corresponde con una pobla-
ción de bajos recursos, y que abandonó el país de destino migratorio en condiciones muy precarias debido 
a la premura por la pandemia. De manera que la gran mayoría de ellos calificaban como sujetos de atención 
de distinto tipo, pero solo una pequeña parte de ellos contó con un mínimo de colaboración. Además, una 
significativa parte de las y los encuestados consideraron haber sido víctimas de algún tipo de discrimina-
ción, y sobre todo, la mitad de ellos consideró no haber recibido igual trato en relación con la atención por 
la pandemia en comparación con los nacionales de los países de acogida.

Gráfico N° 7: Apoyo de ONU en el país de destino
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Llegar a alguna parte no significa
abandonar otra parte.
                                   Arraigar
en un país no cura las heridas
del país que abandonamos.

Balbucear otras lenguas no
nos impide balbucear la nuestra.

La palabra que elegimos
no borra la palabra que ocultamos.

Catorce formas 
de melancolía

Eduardo Chirinos 
Lima-Perú (1960-2016)
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Llama la atención que en el informe Tendencias 
globales del desplazamiento forzado en 2019 rea-
lizado por el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (Acnur), publicado 
a mediados de junio de 2020 se refieren a las y los 
venezolanos que se encuentran fuera de Venezuela 
como “venezolanos desplazados en el extranjero”, 
categoría que no ha sido empleada en versiones 
anteriores del informe, como bien precisa la ofi-
cina, y que engloba a personas venezolanas que 
probablemente necesiten protección internacional 
según los criterios contenidos en la Declaración de 
Cartagena, pero que no solicitan asilo en el país en 
el que se encuentran. 

Por su parte, la Declaración de Cartagena, que es 
un instrumento regional de protección, adoptado en 
1984 por un grupo de expertos de varios países de 
América Central y del Sur  (Belice, Colombia, Costa 
Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá y Venezuela), se recomienda 
considerar como refugiadas a las “personas que 
han huido de sus países porque su vida, seguridad 
o libertad han sido amenazadas por la violencia 
generalizada, la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los derechos hu-
manos u otras circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público”. Ahora bien, por un 
lado podemos decir que, según esta definición, las 
personas venezolanas que se encuentran fuera del 
país y no han solicitado la condición de refugiados 
no se encuadran dentro de esta categoría; y por 
el otro lado, los que se podrían encontrar en esa 
situación ya han solicitado tal condición, máxime, 
cuando estas instancias internacionales han facilita-
do las condiciones en los países de la región donde 
se concentra la mayor parte de las emigraciones 
venezolanas para su solicitud. 

Por otra parte, en el caso de las personas migran-
tes, podemos decir que se consideran como tal, a las 
que cruzan una frontera legalmente constituida con 
el propósito de establecer residencia permanente 
en otro territorio. De acuerdo con el Informe del 
Secretario General de la Organización de Naciones 
Unidas (ONU), en su informe sobre migración 
internacional y desarrollo, publicado en agosto de 
20161, se definen algunas categorías, aun cuando no 
existe una definición del término universalmente 
acordada, pero para fines estadísticos se precisa al 
migrante internacional como “toda persona que 
cambia de país de residencia habitual”. Un migrante 
por largo plazo es toda persona que se traslada a 
un país distinto de aquel en el que tiene su resi-
dencia habitual por un período de, por lo menos, 
un año; mientras que un migrante por breve plazo 
es “toda persona que se traslada a un país distinto 
de aquel en el que tiene su residencia habitual por 
un período de, por lo menos, tres meses, pero in-
ferior a un año”. De esta definición y las categorías 
señaladas, parece que las personas que salieron de 
Venezuela con la intención de establecerse en otro 
país, podrían dárseles esta categoría de migrantes. 

También resulta oportuno señala las diferencias 
entre el refugiado y el migrante; el primero es aquel 
que ha tenido que abandonar su lugar de origen o 
residencia habitual por razones políticas, religiosas, 
sociales, raciales; o de pertenencia a algún grupo 
en concreto y, el segundo, es la persona que emi-
gra por motivaciones económicas y abandona su 
país de nacimiento o sitio de residencia de manera 
voluntaria, y lo realiza en la mayoría de los casos 
por razones laborales, en búsqueda de mejores 
oportunidades de trabajo. 
1 Ver en línea: ONU (2016): Migración internacional y desarrollo 
Informe del Secretario General. New York: Asamblea General Or-
ganización de Naciones Unidas.

NI MIGRANTES

ahora son venezolanos desplazados en el exterior

NI REFUGIADOS:
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Ahora bien, frente a estas definiciones tan precisas 
y con tanto desarrollo en torno a la protección que 
ellas implican en el ámbito de Naciones Unidas, 
resulta necesario pensar porqué se crea una nueva 
nomenclatura por el Acnur para las personas que 
se encuentran en condición de movilidad humana, 
y porqué, según estas instancias multilaterales, los 
migrantes venezolanos no se encuentran amparados 
en ninguna categoría de las ya existentes.

Esta situación puede acarrear enormes situa-
ciones de desprotección en las y los venezolanos 
que se encuentran en los distintos países de la re-
gión, situación que ha sido denunciada por varias 
organizaciones de derechos humanos, inclusive 
hasta por la socióloga Ligia Bolívar, de marcada 
tendencia opositora e investigadora del Centro 
de Derechos Humanos de la Universidad Católica 
Andrés Bello, que señala que la categoría “desplaza-
dos en el extranjero” constituye un retroceso pues 
“está disminuyendo el ámbito de protección de los 
venezolanos fuera del país. Según la investigado-
ra, esta nueva terminología podría impactar en la 
interpretación jurídica de los países receptores en 
cuanto a la necesidad o no de brindar protección 
internacional a las personas venezolanas y, además, 
“es inexistente en el derecho internacional”. Asimis-
mo, constituye un cambio discursivo que obedece 
a presiones de la Organización Internacional de 
Migraciones (OIM) pues, en el fondo, “es un tema 
político y de recursos”.2

2 Ver en línea: https://efectococuyo.com/venezuela-migrante/
ligia-bolivar-Acnur-niega-base-legal-para-que-venezolanos-reci-
ban-proteccion-como-refugiados/
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En la escena internacional, la categoría movilidad 
humana se viene utilizando como un concepto pa-
raguas para juntar diferentes conceptos que tienen 
en común el desplazamiento de personas a través 
de las fronteras, generalmente internacionales. Sin 
embargo, no se puede perder de vista las diferen-
cias existentes entre lo que comúnmente llamamos 
migración, así como sus diferencias con el asilo y el 
refugio. 

Brevemente podemos entender por migración 
internacional al hecho en el que una persona cru-
za una frontera internacional con la intención de 
cambiar de residencia, y se acepta como migración 
una vez transcurridos doce meses desde su llega-
da al país de destino migratorio. Hay excepciones, 
como quienes trabajan en servicios diplomáticos, 
estudiantes, etc. 

Ahora bien, el asilo es una figura que los países 
otorgan a personas que son perseguidas en sus paí-
ses de origen por motivos políticos, por haber co-
metido delitos políticos, o por delitos comunes con 
fines políticos. El asilo se puede otorgar en misio-
nes diplomáticas o en navíos de guerra  o aeronaves 
militares con bandera del país al que se le solicita el 
asilo, y no solo en su territorio.

El refugio es una condición que los Estados 
otorgan en favor de personas que tienen temores de 
ser perseguidas por razones de raza, religión, na-
cionalidad, pertenencia a determinado grupo so-
cial u opiniones políticas. En este caso, las personas 
que solicitan el refugio se encuentran fuera de su 
país de origen, y no desean acogerse a la protección 
brindada por ese país. Así lo establece la Conven-
ción del Estatuto de los Refugiados de 1951.

Ahora bien, en el caso específico de la migra-
ción venezolana, el discurso de muchos gobiernos 
de la región, de organismos multilaterales y de los 
medios de comunicación ha sido, y en muchos ca-
sos sigue siendo, que toda persona que sale de Ve-
nezuela lo hace por ser un perseguido del gobierno 
de Nicolás Maduro, aunque numerosos estudios 

indican que estamos ante un proceso migratorio 
por razones económicas, como muchos otros en 
el mundo. Este es el resultado obtenido por la En-
cuesta de Condiciones de Vida 2019-2020, llevada 
a cabo por la Universidad Católica Andrés Bello, la 
cual señala que la principal razón para emigrar fue 
la búsqueda de trabajo, mientras que la segunda 
razón en orden de importancia es la reagrupación 
familiar.   

Por otro lado, se debe insistir en que el retorno 
de personas hacia Venezuela, que venía ocurrien-
do desde finales de 2019, y que fue común durante 
todo el año 2020 como consecuencia de la pande-
mia por la Covid-19, supuso la automática nega-
ción de la hipótesis de la persecución y del refugio 
de toda persona que hubiera cruzado cualquier 
frontera para salir de Venezuela.

¿Y qué nos dicen nuestros propios datos? En el 
estudio realizado por Sures, que contó con la par-
ticipación de 266 personas retornadas durante el 
mes de julio de 2020, se preguntó sobre las razo-
nes que tenían para migrar. Los resultados indican 
que las razones económicas destacan como las más 
relevantes. Fundamentalmente, se concentran en 
trabajos o negocios, las dificultades que tenían en 
Venezuela para obtener medicamentos o servicios 
de salud, problemas con servicios públicos, etc. 
Como vemos, se trata de razones vinculadas con la 
situación económica, cuando no directamente con 
las medidas coercitivas unilaterales.

Por otra parte, se ofreció como alternativa de 
respuesta una que engloba los motivos políticos. 
Solo 23 personas declararon haber emigrado por 
esta razón, lo cual representa el 8,6% del total de 
encuestados. Cabe aclarar que los motivos políti-
cos incluyen, pero no se limitan, al asilo. También 
incluyen fenómenos como el de la polarización, las 
amenazas de invasión extranjera o las propias me-
didas coercitivas unilaterales.   

Asimismo, se incluyó una categoría de respuesta 
relacionada con la persecución por raza, sexo, etc., 
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asimilable al concepto de refugio. En este caso, solo 31 personas declararon haberse sentido perseguidas 
por estos motivos, lo cual representa el 11,7% del total. Debido a que esta pregunta era de selección múl-
tiple, cabe advertir la existencia de una intersección, o bien, de un porcentaje de personas que marcaron 
ambas categorías de respuesta, por lo cual no se pueden sumar las 23 y las 31. 

Además, el solo hecho de su retorno, y sobre todo el hecho de haber sido atendidos por el dispositivo 
sanitario denominado Puestos de Atención Social Integral desplegado por el Gobierno Nacional, niega 
las supuestas condiciones de asilo y refugio en la práctica. 

se debe insistir en que 
el retorno de personas 
hacia Venezuela, que 
venía ocurriendo desde 
finales de 2019, y que 
fue común durante 
todo el año 2020 
como consecuencia 
de la pandemia por la 
Covid-19, 

supuso la automática 
negación de la hipótesis 

de la persecución y del 
refugio de toda persona 

que hubiera cruzado 
cualquier frontera para 

salir de Venezuela.
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